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Resumen
El principio de proporcionalidad ha sido utilizado en la impartición de justi-
cia constitucional en materia electoral como una herramienta que establece 
la forma de interpretar los derechos político-electorales, con el propósito 
de examinar cuándo existe una restricción no justificada por el legislador. 
En el presente artículo se expone la evolución que ha tenido la aplicación 
de dicho principio por parte del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación al momento de resolver los juicios sometidos a su considera-
ción. Asimismo, se analizan los aspectos coincidentes y divergentes del 
contenido de los subprincipios de proporcionalidad. 

 Palabras clave: principio de proporcionalidad, idoneidad jurídica, ne-
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Abstract
The proportionality test has been used in the administration of constitutional 
justice in the electoral field, as a tool that establishes how to interpret poli-
tical and electoral rights. This, with the purpose of examining the cases in 
which there is unjustified restrictions imposed by the legislature. This article 
exposes the evolution that has taken the application of the proportionality 
principle by the Mexican Electoral Court of the Federal Judiciary (Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, or tepjf, in Spanish). Focu-
sing, specifically, on the way it has applied this principle when deciding the 
trials submitted for its consideration. Also, the matching content, as well as 
the and divergent aspects, of proportionality subprinciples are analyzed.

Keywords: proportionality test, suitability, legal necessity, civil and po-
litical rights, first generation rights.
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Introducción
a importancia del test de proporcionalidad radica en que las  
Salas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación  
(tepjf) y de los tribunales electorales de las entidades federativas 

que integran México lo han usado cada vez más frecuentemente, al resol-
ver los juicios sometidos a su consideración; sin embargo, el método en 
su aplicación por parte de los órganos jurisdiccionales no ha sido unifor-
me desde sus inicios hasta ahora. Eso se debe, en gran medida, a la fal-
ta de previsión normativa que señale de forma expresa su contenido, los 
casos en los cuales se debe utilizar, las pautas a tomar en consideración 
y los aspectos que se deben examinar en cada uno de los subprincipios 
que lo integran; también, debido a la complejidad que presentan algu-
nos asuntos acerca de las restricciones a derechos político-electorales en  
los que se utiliza dicho test.

En el presente análisis primero se verificará el modelo de justicia cons-
titucional en materia electoral que opera en México, ya que es el contexto 
en el cual se inserta el principio de proporcionalidad. Después se empren-
de un análisis doctrinario del concepto de tal principio, así como de los 
subprincipios que lo conforman y el contenido de cada uno de ellos. Una 
vez hecho lo anterior, se analizarán las jurisprudencias, las tesis relevantes 
y los precedentes en los que el tepjf ha usado el test mencionado. De esa 
manera, es posible evaluar el tipo de casos en los cuales se está aplican-
do el principio de proporcionalidad, la metodología que se ha planteado y 
la evolución de su utilización por parte del tepjf. Con base en lo anterior, 
se formularán algunas conclusiones. 

Control de constitucionalidad  
en materia electoral en México

Resulta necesario tomar en cuenta el modelo de control de constituciona-
lidad que opera en materia electoral, pues en él se aplica el principio de 
proporcionalidad. Con las últimas reformas constitucionales en el orden jurí-
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dico del país y el protagonismo que tiene el tepjf en la democracia mexica-
na, dicho modelo ha sido un factor de impulso para el uso del principio de  
proporcionalidad como un método cotidiano de interpretación para los 
jueces.

La justicia electoral mexicana ha tenido cambios de gran enver- 
gadura en menos de dos décadas. Pese a las modificaciones instituciona-
les importantes en materia electoral, que se sucedieron en México desde 
principios de la década de 1990, fue hasta la reforma de 19961 cuando el 
entonces Tribunal Federal Electoral se integró al Poder Judicial de la Fe-
deración. Ahora, el tepjf, órgano jurisdiccional especializado en materia  
electoral, resuelve las controversias que se suscitan en los procesos elec-
torales.

Por otro lado, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn), a par-
tir de la reforma señalada y hasta la fecha, tiene encomendado el control 
abstracto de constitucionalidad de las leyes electorales, al resolver las ac-
ciones de inconstitucionalidad en materia electoral y la contradicción de cri-
terios de tesis sustentadas por el tepjf o por alguna de las salas de la propia 
scjn. Con estas modificaciones para controlar, vigilar y calificar los comi-
cios se inició la judicialización de la democracia procedimental2 en México. 

Otro momento importante fue la reforma constitucional del artículo 99 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum), la 
cual fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de noviem-
bre de 2007. Por medio de ella, el poder revisor de la Constitución atribu-
yó al tepjf la facultad de no aplicar, en casos concretos, leyes en materia 
electoral contrarias a la cpeum, con excepción de las acciones de incons-
titucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción  

1	 Ésta se publicó el 22 de agosto de 1996.
2	 La concepción de la democracia procedimental adquiere relevancia con la teoría de Schumpeter 

(1983), modelo que intentaron adoptar los estados contemporáneos después de la Primera y la 
Segunda Guerra Mundial, la cual se afirma y complementa con las ideas de Dahl (2008), Bobbio 
(2007) y Ferrajoli (2007), entre otros.
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entre una norma de carácter general en materia electoral y la Constitución 
(cpeum, artículo 105, fracción II, 2015). 

Cabe mencionar que tal atribución asignada al tepjf no fue espontá-
nea, ya que tuvo como antecedentes diversos criterios de jurisprudencia 
emitidos por dicho órgano jurisdiccional, contrarios a los establecidos por 
la scjn. Esa discrepancia de razonamientos, así como el planteamiento de 
un juicio ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte idh)  
─caso Castañeda Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos (2008)─, fueron 
los antecedentes que motivaron que el Constituyente Permanente decidie-
ra modificar la Constitución para otorgar esa facultad al tepjf. 

A partir de dicha reforma, el control de constitucionalidad en materia 
electoral es un modelo mixto, ya que presenta, por una parte, algunos ras-
gos del judicial review ─modelo de los Estados Unidos de América que 
se caracteriza por el ejercicio de un control difuso de control de constitu-
cionalidad en un sistema federal─ (Hamilton, Madison y Jay 2001, 330-5)  
y, por otra, ciertos elementos del sistema europeo ─modelo en el cual 
hay un control concentrado de constitucionalidad─ (Kelsen 2001, 68-72).  

En México, el control abstracto de constitucionalidad de leyes electo-
rales lo ejerce el Pleno de la scjn con base en la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II del artículo 105 de la cpeum. El control específico lo ejer-
cen las Salas del tepjf con base en la Ley General del Sistema de Medios 
de Impugnación en Materia Electoral. 

Adicional a lo que ya se comentó, la reforma del 10 de junio de 2011 al 
artículo 1 de la cpeum estableció como método de interpretación de los de-
rechos humanos el principio propersona, así como la obligación de todas 
las autoridades de promover, respetar, proteger y garantizar dichos dere-
chos conforme a los principios de universalidad, interdependencia, indivi-
sibilidad y progresividad.

Tomando en cuenta dichas modificaciones constitucionales, cabe 
mencionar que la scjn, en el expediente varios 912/2010, ratificó el crite-
rio emitido por la Corte idh en el caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos 
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Mexicanos (2009), en el sentido de que todos los jueces de México deben 
llevar a cabo un control de convencionalidad ex officio. A esto añadió que 
dicho control debe ser difuso.

El control difuso de convencionalidad en la impartición de justicia elec-
toral representa un elemento de gran relevancia en el contexto mexicano, 
pues implica que cualquier Sala del tepjf y cualquier tribunal electoral de 
las entidades federativas puede inaplicar una norma contraria no sólo a la 
cpeum, sino, además, a las normas convencionales atinentes en un caso 
particular. Sin embargo, cabe enfatizar que dicho control es una creación 
que surge de la interpretación que la Corte idh hace de las normas con-
vencionales. Derivado de ese antecedente, la scjn decidió ratificarlo en el 
expediente varios 912/2010, con lo que se añadió el carácter de difuso en 
el sistema de justicia mexicano. Todo esto a pesar de que ni el artículo 1 
ni el 133 de la cpeum establecen de forma expresa un control convencio-
nal de normas y menos que éste deba ser difuso. 

Es posible afirmar que en el modelo actual de impartición de justicia 
constitucional, en cuanto a la materia electoral, la scjn tiene el monopolio  
del control abstracto de constitucionalidad de las normas electorales, mien-
tras que a las Salas del tepjf les corresponde su control específico, con 
la posibilidad de no aplicar la norma electoral en casos concretos y llevar  
a cabo un control difuso de convencionalidad ex officio.

Pues bien, para que ambos órganos jurisdiccionales ejerzan el control 
de convencionalidad y de constitucionalidad en los términos señalados, el 
principio de proporcionalidad resulta ser una herramienta utilizada frecuen-
temente para el ejercicio de dichos controles, ya que tanto el control abs-
tracto y como el difuso de constitucionalidad y de convencionalidad ─que 
impuso el Constituyente Permanente en materia electoral─ tienen relación 
directa con que el uso del principio de proporcionalidad por parte de los 
tribunales electorales sea cada vez más frecuente. Por lo anterior, era ne-
cesario tener claro el contexto en el cual se insertaría dicho principio, ya  
que su uso por parte de los órganos jurisdiccionales está enmarcado, en 
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gran medida, por el modelo de control de constitucionalidad establecido 
en un Estado.

Principio de proporcionalidad y sus elementos. 
Idoneidad, necesidad y proporcionalidad  

en sentido estricto
En este apartado, el interés primordial no es elaborar una crítica filosófica 
de los subelementos que conforman el principio de proporcionalidad, tam-
poco crear una nueva metodología respecto de su contenido. La intención 
es considerar un marco teórico básico que permita analizar la jurispruden-
cia, las tesis y los precedentes en los que el tepjf lo ha aplicado, así co-
mo la metodología que ha seguido. Lo anterior con la intención de advertir 
posibles coincidencias y divergencias en cada uno de los subprincipios in-
dicados, así como la evolución de los mismos. 

El examen de proporcionalidad es un método de interpretación que ha 
servido de manera frecuente a los tribunales constitucionales para resol-
ver controversias jurídicas en las que existe una colisión entre principios 
constitucionales, o bien para limitar las restricciones a los derechos huma-
nos impuestas por el legislador. La aplicación del principio de proporcio-
nalidad expone de manera nítida el proceso de deliberación jurídica que 
utiliza el juzgador al momento de resolver un litigio. 

El principio de proporcionalidad adquiere diversas acepciones depen-
diendo de la tradición jurídica en la que se utiliza. En el sistema europeo 
─cuyo principal referente suele ser la jurisprudencia que emite el Tribunal 
Constitucional Federal Alemán─ se utiliza el término test de proporciona-
lidad o principio de proporcionalidad (Alexy 2008, 91-2, 523-46). En cam-
bio, en la tradición jurídica del common law, el adjetivo que suele ocuparse 
es balancing, el cual suele traducirse como razonabilidad. A pesar de ello, 
en términos de Juan Cianciardo (2009, 25), muchos autores usan de for-
ma indistinta ambos términos, pues la diferencia de esos adjetivos para 
identificar el principio se salva en virtud de que los elementos que lo con-
forman coinciden en lo sustancial.
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Por otro lado, no existe discrepancia en las doctrinas académica y ju-
risprudencial en cuanto a que fue el Tribunal Constitucional Federal Ale-
mán quien, a finales de la década de 1950, elaboró los tres subprincipios 
del test de proporcionalidad: idoneidad, necesidad y proporcionalidad en 
stricto sensu.3 A partir de esto, varios tribunales constitucionales del siste-
ma europeo importaron el test para resolver los casos sometidos a su con-
sideración. En ese sentido, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y el 
Tribunal Constitucional español son un buen referente de la influencia que 
ha tenido dicho principio.4 También ha sido acogido por tribunales cons-
titucionales del sistema interamericano de derechos humanos (Cárdenas 
2014, 67); entre éstos, hace pocos años, la scjn y el tepjf.

En ese sentido, el test de proporcionalidad y sus tres subprincipios han 
sido utilizados para limitar la intervención legislativa en las restricciones 
que hace a los derechos humanos. Sin embargo, aún no existe una ple-
na coincidencia, ni en la doctrina ni en la jurisprudencia de los tribunales 
constitucionales, de los aspectos que deben abarcar cada uno de los sub-
principios que integran el test de proporcionalidad (Sánchez 2007, 37-8).  
Es posible advertir que cuando alguno de los tribunales constitucionales 
aplica tal metodología utiliza solamente dos subprincipios (idoneidad y ne-
cesidad), y no los tres que considera la doctrina clásica. Además, el con-
tenido de cada subprincipio y la metodología que se usa son diversos.5 

En el siguiente apartado se analizará dicha situación en el caso de la 
justicia electoral de México. Es imprescindible hacer un esfuerzo por veri-
ficar cómo se ha utilizado cada subprincipio en la práctica judicial efectiva 

3	 Uno de los casos de mayor relevancia del Tribunal Constitucional Federal Alemán en que se 
pueden distinguir los subprincipios del principio de proporcionalidad es el de Apothekenurteil 
de 1958 (Díez 2012, 9).

4	 La sentencia STC 66/1995 emitida por el Tribunal Constitucional español fue la primera que de-
claró que el examen de constitucionalidad de las intervenciones en los derechos fundamentales 
debe llevarse a cabo mediante el principio de proporcionalidad (Bernal 2007b, 277). 

5	 Isabel Perelló (1997, 74) señala que el Tribunal Constitucional español ha aplicado el principio de 
proporcionalidad de manera desigual, y que hasta el año 1996 había sido utilizado de manera 
restrictiva y fragmentada.
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en la materia, lo cual lleva a verificar lo disímil de su aplicación respecto a 
los rubros que se deben acreditar al momento de analizar la restricción le-
gal a los derechos fundamentales en los que se ocupó al principio; recien-
temente es posible advertir un contenido más o menos uniforme.

Con independencia de lo anterior, para emprender el presente  
análisis se tomará como punto de partida que el principio de proporcio-
nalidad lato sensu implica realizar un análisis de idoneidad, necesidad y  
proporcionalidad en stricto sensu (Alexy 2008, 523-46; Sánchez 2007, 36-
59; Clérico 2009). Conforme a ese esquema, se tendrán elementos para 
analizar el desarrollo de la aplicación de dicho principio en la justicia elec-
toral mexicana y en el contenido específico de cada subprincipio. Resul-
ta fundamental realizar el examen de los rubros ya que, como considera 
Carlos Bernal (2007a, 41-3), esto tiene como resultado determinar si una 
medida de restricción en los derechos fundamentales se encuentra o no 
justificada conforme a dichos elementos, y, por ende, si es o no declara-
da constitucional.

El subprincipio de idoneidad implica que toda intervención o afecta-
ción en los derechos fundamentales debe ser adecuada para contribuir a 
la obtención de un fin constitucionalmente legítimo (Bernal 2007a, 693). En 
el contexto específico de la justicia electoral mexicana, dicha pauta de- 
be traducirse como que la intromisión en los derechos fundamentales  
debe tener un fin convencionalmente legítimo; es decir, que las limitacio-
nes a los derechos humanos, específicamente los político-electorales, de-
ben ser acordes con los tratados internacionales que el Estado mexicano 
ha suscrito y ratificado.

Lo anterior tomando en cuenta que, como se explicó en el apartado an-
terior, las Salas del tepjf no sólo tienen el deber de realizar un control de  
constitucionalidad en casos concretos, sino, además, un control difuso  
de convencionalidad ex officio. 

Así, en México, la limitación a un derecho político-electoral sólo pue-
de tener como fundamento la cpeum y las normas convencionales que  
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conforman el bloque de constitucionalidad, lo que, en términos de Sergio 
García Ramírez (2014, 461-5), forma parte del ius commune latinoamerica-
no; en otros términos, el fundamento legítimo para la limitación de un de-
recho político-electoral debe quedar establecido en la cpeum, y debe ser 
acorde con los tratados internacionales del sistema interamericano de de-
rechos humanos. 

Conforme a lo anterior, el subprincipio de idoneidad se desarrolla en 
dos vertientes para determinar la intervención a un derecho fundamental: 

1) Que tenga un fin constitucionalmente legítimo. 
2) Que dicha intervención sea idónea. 

En cuanto a la primera exigencia, para que una medida legislativa se 
considere no legítima, no debe buscar proteger ningún derecho fundamen-
tal ni otro bien jurídico constitucional ni convencionalmente relevante. En 
términos de la scjn, para considerar válidas las medidas emitidas por el 
legislador ordinario, con el propósito de restringir los derechos fundamen-
tales, éstas deben ser admisibles en el ámbito constitucional (Jurispruden-
cia 1a./J. 2/2012 [9a]).

No debe dejar de considerarse que, en el actual modelo de control de 
la justicia electoral mexicana, el bloque de constitucionalidad implica to-
mar en cuenta la cpeum y los tratados internacionales en materia de dere-
chos político-electorales.

 Para que la intervención sea idónea, ésta debe tener una relación fácti-
ca con el fin que se propone; es decir, debe contribuir de alguna manera a 
la protección de otro derecho o de otro bien jurídico constitucional y con-
vencionalmente válido. A juicio de Bernal (2007a, 694-723), una vez que el 
tribunal constitucional haya determinado la legitimidad del fin perseguido, 
debe enjuiciar si la medida adoptada por el legislador es apta para con-
tribuir a alcanzar el fin inmediato, el objetivo trazado con la restricción al  
derecho fundamental.



133Aplicación del test de proporcionalidad...

Justicia Electoral, núm. 16, ISSN 0188-7998, Cuarta Época, vol. 1, julio-diciembre 2015. Pp. 123-150.

El elemento de necesidad implica analizar que toda medida de interven-
ción a los derechos fundamentales debe ser la más benigna con el derecho 
intervenido, entre todas aquellas que revisten, por lo menos, la misma ido-
neidad para contribuir a alcanzar el objetivo propuesto (Bernal 2007a, 740). 
En otras palabras, se debe adoptar la opción menos gravosa entre las que 
revisten la misma idoneidad para arribar al fin convencional o constitucio-
nalmente legítimo, en cuanto a la afectación del derecho fundamental in-
tervenido. Eso implica que la medida de afectación o intervención en los  
derechos fundamentales debe ser la estrictamente indispensable; en  
los casos difíciles, la medida de intervención será la que, de las alterna-
tivas, afecte en menor medida los derechos fundamentales en disputa. 

El examen de necesidad evalúa si existen medidas de intervención o 
afectación a los derechos fundamentales menos gravosas para determi-
nar si la afectación o intervención no es correcta, a menos que se pruebe  
que existen imposibilidades técnicas o costos económicos exorbitantes que 
impidan escoger una alternativa menos gravosa que la adoptada. En tér-
minos de la scjn, se debe probar que dichas medidas son necesarias para 
asegurar la obtención de los fines que fundamentan la restricción constitu-
cional; es decir, que el fin buscado por el legislador no se pueda alcanzar 
razonablemente por otros medios menos restrictivos de derechos funda-
mentales (Jurisprudencia 1a./J. 2/2012 [9a]).

Finalmente, el subprincipio de proporcionalidad en un sentido estric-
to implica evaluar cuál de los intereses en conflicto, jerárquicamente igua-
les en abstracto, tiene mayor peso en el caso en concreto; es decir, que 
las ventajas que se obtienen mediante la intervención del derecho funda-
mental deben compensar los sacrificios que ésta implica para sus titulares 
y para la sociedad en general.6 Por lo que, en dicho examen, se realiza la 

6	 Acerca de la formulación de estos subprincipios, el Tribunal Constitucional español, en la sen-
tencia identificada con la clave STC 66/1995, del 8 de mayo de 1995, declaró: “Para comprobar 
si la medida impeditiva del ejercicio del derecho de reunión supera el juicio de proporcionalidad 
exigible, es necesario constatar si cumple los siguientes tres requisitos o condiciones: si tal 
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ponderación entre la realización del fin de la medida examinada y la afec-
tación del derecho.

 La ponderación que se realiza en este apartado conlleva dos tipos de 
estudio: uno normativo y otro de carácter empírico. El primero se ocupa 
del lugar que los derechos fundamentales en conflicto y sus respectivos 
bienes jurídicos tutelados tienen en el ordenamiento para analizar su rele-
vancia; también atiende la intensidad con que la preferencia por un dere-
cho fundamental afecta a otro de la misma naturaleza en conflicto (Bernal 
2007a, 769-85).

En el estudio de carácter empírico se mide, por una parte, la intensidad 
de la intervención, que puede ser leve, media o grave; para esta graduación 
se utilizan las variables de eficacia, rapidez, probabilidad, alcance y dura-
ción de la medida y los conocimientos de la ciencia o la técnica, el sentido 
común y la racionalidad general. También se calcula el beneficio empírico 
que los fines mediatos e inmediatos de la medida de intervención o afec-
tación en los derechos fundamentales reportan en relación con el otro de-
recho fundamental en colisión.

Finalmente, es importante señalar que los subprincipios que compo-
nen el test de proporcionalidad deben analizarse de manera ordenada en 
los términos señalados, ya que sería contradictorio llevar a cabo el análi-
sis, en un asunto determinado, en el cual se verifique que no se aprueba 
el primer subprincipio porque la medida legislativa no tiene un fin constitu-
cionalmente legítimo y, a pesar de ello, se pretenda seguir examinando los 
subprincipios posteriores. Lo anterior, en términos del orden y congruen-
cia que debe tener tal principio. 

medida es susceptible de conseguir el objetivo propuesto ─La garantía del orden público sin 
peligro para personas y bienes─; si, además, era necesaria en el sentido de que no existía otra 
medida más moderada para la consecución de tal propósito con igual eficacia; y, finalmente, si 
la medida era proporcionada en sentido estricto, es decir, ponderada o equilibrada por derivarse 
de ella más beneficios o ventajas para el interés general que perjuicios sobre otros bienes o 
valores en conflicto”.
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El análisis de cada uno de los subprincipios del test y su aprobación, si 
bien no constituye una fórmula matemática que dé lugar a respuestas exac-
tas y objetivas de manera absoluta y para todos los casos, sí cumple con 
las exigencias de racionalidad en cuanto a la intervención de los derechos 
fundamentales, en la búsqueda del mayor beneficio posible a la persona, 
en comparación con criterios como la mera subsunción o discrecionalidad 
judicial (Alexy 2008, 534-5; Sánchez 2007, 120-4).

Test de proporcionalidad en la justicia constitucional  
en materia electoral

La aplicación del principio de proporcionalidad en la impartición de justi-
cia constitucional en México es relativamente reciente. Cabe señalar que 
la primera en aplicar el examen fue la Sala Superior del tepjf al resolver el 
recurso de apelación (rap) identificado con la clave SUP-RAP-050/2001. Lo 
anterior tomando en consideración que el primer caso en el cual la Primera 
Sala de la scjn utilizó tal principio fue en el amparo en revisión 988/2004 
(Díez 2012, 79-84). 

En el rap que resolvió la Sala Superior, la litis planteada fue si el Institu-
to Federal Electoral había ejercido de manera adecuada su facultad inves-
tigadora en el procedimiento administrativo sancionador. Lo anterior con 
el propósito de verificar el origen y la aplicación de los recursos derivados 
del financiamiento a los partidos políticos ─en ese caso, de la coalición 
“Alianza por el cambio”─.

Para aplicar el principio de proporcionalidad en dicho rap se utilizó el tér-
mino principio de prohibición de abusos (SUP-RAP-050/2001), y se indicó 
que sus criterios básicos eran la idoneidad, la necesidad y la proporciona-
lidad de las medidas encaminadas a la obtención de elementos de prue-
ba. Se entiende por idoneidad “que las medidas no sólo sean aptas para 
conseguir un fin determinado, sino que además, deben tener ciertas pro-
babilidades de ser eficaces en el caso concreto” (SUP-RAP-050/2001); por  
necesidad, la intervención mínima, es decir, que “se elija la medida que 
los afecte en menor grado” (SUP-RAP-050/2001); y por el subprincipio de 
proporcionalidad en stricto sensu que “la autoridad pondere los valores  
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e intereses constitucionalmente protegidos, según las circunstancias del 
caso concreto” (SUP-RAP-050/2001). De manera que, evidentemente, se 
usó el principio de proporcionalidad en los términos que se advierten en el 
presente artículo. 

Cabe mencionar que éste fue el primero de tres asuntos resueltos en el 
mismo sentido, lo cual generó la jurisprudencia 62/2002, de rubro: PROCE-
DIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. DEBE REA-
LIZARSE CONFORME A LOS CRITERIOS DE IDONEIDAD, NECESIDAD Y 
PROPORCIONALIDAD, en la cual se plasmó el contenido de los subele-
mentos citados. 

A partir de la fecha en que se emitió el criterio jurídico señalado y hasta 
2008 no se presentó otro criterio de jurisprudencia en el cual se hiciera alu-
sión a dicho principio. Además, el tepjf no emitió ningún criterio en el cual 
cambiara el término principio de prohibición de abusos por el de propor-
cionalidad. Tanto la jurisprudencia del Tribunal Constitucional Federal Ale-
mán (que desarrolló el test) como gran parte de los doctrinarios que se han 
dedicado a analizarlo (Alexy 2008, 523-46) suelen denominarlo principio de 
proporcionalidad. En suma, cabe señalar que la scjn también adoptó esa 
denominación al emitir el criterio de jurisprudencia de rubro: RESTRICCIO-
NES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ 
CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS 
VÁLIDAS (1a./J. 2/2012 [9a]).

En ese sentido, la Sala Superior del tepjf volvió a mencionar los tér-
minos idoneidad, razonabilidad y proporcionalidad en el rap identificado 
con la clave SUP-RAP-58/2008. Sin embargo, del análisis de éste es po-
sible advertir que no lo utiliza como una metodología consistente en tres 
subprincipios con un contenido específico, sino como un principio aislado  
cuyo único objetivo consistía en “dilucidar si la restricción es necesaria para 
la realización de los fines a alcanzar o de los daños o perjuicios que se pre-
tenden evitar” (SUP-RAP-58/2008) sin aplicar el test de forma completa.7 

7	 Ese asunto fue el precedente para que se emitiera la jurisprudencia 26/2010, de rubro: RADIO 
Y TELEVISIÓN. REQUISITOS PARA DECRETAR LA SUSPENSIÓN DE LA TRANSMISIÓN DE 
PROPAGANDA POLÍTICA O ELECTORAL COMO MEDIDA CAUTELAR, por medio de la cual se 
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De manera que, en el rap mencionado, únicamente se señaló que  
para decretar la suspensión de la transmisión de propaganda política o 
electoral como medida cautelar era necesario ponderar los valores y bie-
nes jurídicos en conflicto, y justificar la idoneidad, razonabilidad y propor-
cionalidad de dicha medida. Es decir, no se llevó a cabo un examen de 
cada uno de los subprincipios señalados.

Fue a partir de 2012 cuando la Sala Superior del tepjf empezó a utili-
zar de manera clara la metodología del principio de proporcionalidad. Ca-
be destacar el juicio para la protección de los derechos político-electorales 
del ciudadano (jdc) identificado con la clave SUP-JDC-3234/2012, pues fue 
el fundamento de la tesis IX/2013, de rubro: CONSEJERO ELECTORAL. EL 
REQUISITO RELATIVO AL PLAZO DE SEPARACIÓN DE UN PARTIDO PO-
LÍTICO ES CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL, EN RELACIÓN A LOS 
PRINCIPIOS RECTORES EN MATERIA ELECTORAL (LEGISLACIÓN DEL 
DISTRITO FEDERAL Y SIMILARES). 

La Sala Superior desarrolló cuatro subprincipios en su análisis: 

1) Fin legítimo. 
2) Medida idónea. 
3) Medida necesaria. 
4) Proporcionalidad en sentido estricto. 

Es importante señalar que en el jdc mencionado el tema que se ana-
lizó fue el derecho político-electoral de un ciudadano a integrar una au-
toridad en materia electoral: el Consejo General del Instituto Electoral del 
Distrito Federal. Como se explicó, el primer caso en el que se desarro-
lló la metodología del principio de proporcionalidad fue un asunto relacio-
nado con el procedimiento administrativo sancionador y no de derechos  
político-electorales. 

estableció que para decretar la suspensión de la transmisión de propaganda política o electoral 
como medida cautelar es necesario ponderar los valores y bienes jurídicos en conflicto y justifi-
car la idoneidad, razonabilidad y proporcionalidad de dicha medida.
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Es importante destacar que en la sentencia SUP-RAP-3/2012, meses 
antes de que se resolviera el juicio SUP-JDC-3234/2012, ya se había ana-
lizado una restricción a un derecho humano relacionado con la materia  
electoral ─libertad de expresión de los precandidatos únicos, pues no de-
ben incurrir en actos anticipados de campaña─ utilizando el test de pro-
porcionalidad, sin que dicho precedente fuera elevado a tesis relevante. 

Es posible advertir que a partir de 2012 la Sala Superior del tepjf usa 
con frecuencia el principio de proporcionalidad. Cabe destacar las tesis rele-
vantes que, hasta la fecha, ha emitido ese órgano jurisdiccional, pues aplicó  
la metodología del principio de proporcionalidad para verificar las restriccio-
nes a derechos fundamentales, sobre todo la utilización de dicho principio 
respecto a las restricciones a los derechos político-electorales.

Cuadro 1. Tesis del Tribunal Electoral

Tema Clave y rubro Aplicación del principio  
de proporcionalidad Inaplicación

1 Derecho a ser 
votado

Tesis II/2014.  
DERECHO A SER 
VOTADO. LA REGULACIÓN 
NORMATIVA DE LAS 
RESTRICCIONES DEBE 
SER CONFORME CON 
LOS PRINCIPIOS DE 
PROPORCIONALIDAD 
Y RAZONABILIDAD. 
(CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DEL ESTADO DE TABASCO).

En el caso se inaplicó el artículo 15, 
fracción IV, de la Constitución Política 
del Estado de Tabasco, al haber 
establecido como restricción excesiva 
para contender como diputado no ser 
funcionario federal, pues dicha limitación 
alcanza una dimensión que abarca los 
tres poderes de gobierno, sin distinguir 
quiénes quedan comprendidos en el 
ámbito de la prohibición. Por lo que dicho 
requisito se aparta de los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad, sin 
que la tesis mencione el análisis de los 
subprincipios de idoneidad y necesidad.

Sí

2 Libertad 
de expresión

Tesis XXXVIII/2014. 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. 
LA LIMITACIÓN DE SU 
EJERCICIO IMPUESTA 
A LOS MINISTROS DE 
CULTO RELIGIOSO, ES 
CONSTITUCIONALMENTE 
VÁLIDA.

La tesis analiza la prohibición a los 
ministros de culto religioso de inducir a 
los ciudadanos a votar por un candidato 
o partido político, o bien, a abstenerse 
de ejercer su derecho a votar; la cual es 
una limitación constitucionalmente válida 
que atiende los principios de necesidad 
y proporcionalidad del fin perseguido. 
Sin embargo, la tesis no analiza el 
subprincipio de idoneidad.

No
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Tema Clave y rubro Aplicación del principio  
de proporcionalidad Inaplicación

3 Candidaturas 
independientes

Tesis II/2015. 
CANDIDATURAS 
INDEPENDIENTES.  
EL PORCENTAJE DE FIRMAS 
PARA SU REGISTRO, SE 
AJUSTA A LOS PRINCIPIOS 
DE NECESIDAD, IDONEIDAD 
Y PROPORCIONALIDAD.

A la luz del principio de proporcionalidad 
se analiza el requisito consistente 
en la acreditación de un número o 
porcentaje determinado de firmas de 
apoyo a la candidatura independiente, 
p r i nc ipa lmen te  pa ra  con f i rma r 
la viabi l idad de competir en una 
contienda electoral y obtener el apoyo 
de la ciudadanía. En el caso se cumple 
con el análisis sistemático de los 
subprincipios de idoneidad, necesidad 
y proporcionalidad; y se concluye que 
dicha medida se soporta en un fin 
legítimo y constitucionalmente válido.

No

4 Candidaturas 
independientes

Tesis III/2015.  
CANDIDATURAS 
INDEPENDIENTES.  
ES DESPROPORCIONAL 
EXIGIR A LOS ASPIRANTES 
A UNA DIPUTACIÓN LA 
CAPTURA DE LOS DATOS 
DE LOS CIUDADANOS QUE 
LOS RESPALDEN EN EL 
SISTEMA ELECTRÓNICO 
INFORMÁTICO.

El análisis del test de proporcionalidad 
se ocupó del requisito consistente en 
la obligación del aspirante a candidato 
independiente a diputado federal por el 
principio de mayoría relativa de capturar 
los datos de los ciudadanos que lo 
respalden en el sistema electrónico 
informático emitido por la autoridad 
administrativa electoral. En términos de 
la tesis, dicha exigencia no cumple con 
los criterios de idoneidad y necesidad, 
además de ser irrazonable; sin embargo, 
la proporcionalidad en sentido estricto no 
se analiza (pero sí en el caso que derivó 
la tesis en cuestión; es decir, la sentencia 
SUP-JDC-151/2015).

Sí

5 Principios de 
autorganización y 
autodeterminación 
de los partidos 
políticos (derecho 
de celebrar 
convenios  
de coalición)

Tesis LVI/2015.  
CONVENIO DE COALICIÓN. 
AUN CUANDO SU 
SUSCRIPCIÓN O 
MODIFICACIÓN SUSPENDA 
EL PROCEDIMIENTO DE 
SELECCIÓN INTERNO 
DE PRECANDIDATOS, ES 
ACORDE A LOS PRINCIPIOS 
DE IDONEIDAD, NECESIDAD 
Y PROPORCIONALIDAD.

La celebración de convenios mediante 
los cuales se suspenda o deje sin 
efectos el resultado del procedimiento 
de se lección de precandidatos, 
afectándose el derecho individual 
de afiliación relacionado con el de 
votar y ser votado; en términos  
de la tesis en cuestión, cumple con  
los principios de necesidad, idoneidad 
y proporcionalidad.

No

Continuación.
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Tema Clave y rubro Aplicación del principio  
de proporcionalidad Inaplicación

6 Derecho a la 
información 

Tesis XXXIV/2015. 
ENCUESTAS O SONDEOS 
DE OPINIÓN. LA 
RESTRICCIÓN DE SU 
PUBLICACIÓN O DIFUSIÓN 
HASTA EL CIERRE TOTAL DE 
LAS CASILLAS UBICADAS 
EN LAS DISTINTAS ZONAS 
DE HUSOS HORARIOS 
DEL PAÍS CUMPLE 
LOS PRINCIPIOS DE 
IDONEIDAD, NECESIDAD Y 
PROPORCIONALIDAD.

La tesis establece la proporcionalidad 
de la prohibición de publicar o difundir, 
por cualquier medio, encuestas o 
sondeos de opinión para dar a conocer 
las preferencias del electorado o las 
tendencias de la votación en procesos 
comiciales, o bien, las que se desarrollen 
con motivo de consultas populares, hasta 
que se efectúe el cierre oficial de las 
casillas ubicadas en las distintas zonas 
de husos horarios del país. En concepto 
del criterio aludido, constituye una 
medida idónea, necesaria y proporcional 
en sentido estricto.

No

Fuente: Elaboración propia con base en las tesis analizadas. 

Continuación.

Conforme a las tesis descritas en el cuadro anterior y a los primeros 
juicios en los cuales se utilizó el test, es posible advertir que, si bien en un 
inicio el principio de proporcionalidad se empleó en temas relacionados 
con el procedimiento administrativo sancionador, a partir de 2012 su uso 
fue frecuente al abordar restricciones a derechos político-electorales y a  
derechos fundamentales ─libertad de expresión, libertad de prensa─  
directamente vinculados con la materia electoral. 

En las tesis señaladas con los números 1, 3 y 4 del cuadro 1, el ob-
jeto de estudio fueron las restricciones al derecho a ser votado. En la te-
sis número 5 se revisó el derecho de afiliación. En las tesis marcadas con  
los números 2 y 6 se hizo un examen del tema de libertad de expresión de los  
ministros de culto religioso y de la libertad de prensa, ambos casos rela-
cionados con la materia electoral.

Cabe señalar algunos asuntos en los cuales, si bien no se han conside-
rado como tesis relevantes, es posible advertir un uso reiterado del prin-
cipio de proporcionalidad en la solución de conflictos relacionados con la 
justicia intrapartidaria, acciones afirmativas a favor de la mujer para ocupar 
diversos cargos públicos, y el derecho a ser votado para ocupar cargos de 
órganos de dirección de un partido político, de candidatos independientes 
y de candidatos de representación proporcional. 
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Tema Clave Criterio

In
ap

lic
ac

ió
n

Metodología del principio de 
proporcionalidad

1 Modelo 
de comunicación 
política

SUP-
RAP-535, 
536, 538, 
543 y 544, 
SUP-JDC 
12633, todos 
de 2011, 
acumulados

El establecimiento de plazos di-
ferentes para las concesionarias 
y permisionarias de radio y televi-
sión que cumplan con las transmi-
siones correspondientes en razón 
de su domicilio.

No

El principio de proporcionalidad com-
prende los criterios de idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad propia-
mente dicha. La idoneidad tiene que 
ver con lo adecuado de la naturaleza 
de la medida diferenciadora impues-
ta por la norma para conseguir el fin 
pretendido. El criterio de necesidad 
o de intervención mínima guarda re-
lación con el hecho de que la medida 
debe tener eficacia y se debe limitar a 
lo objetivamente necesario. La propor-
cionalidad en sentido estricto consis-
te en que el juzgador verifique que la 
norma que otorga el trato diferencia-
do guarde una relación razonable con 
el fin que se procura alcanzar; es de-
cir, dicho análisis supone una pondera-
ción entre las ventajas y desventajas de 
la medida adoptada por el legislador, a 
efecto de comprobar que los perjuicios 
ocasionados por el trato diferenciado 
no sean desproporcionados respecto a 
los objetivos perseguidos por la norma.

2 Precampañas 
de candidatos 
únicos

SUP-RAP-3/ 
2012 

La restricción de los precandidatos 
únicos de no incurrir en la comisión 
de actos anticipados de campaña 
no vulnera la libertad de expresión, 
pues es proporcional con la medi-
da tendente a procurar la equidad 
en la contienda.

No

3 Acciones 
afirmativas

SUP-
JDC-1080/ 
2013  
y acumulados

La proporcionalidad de las accio-
nes afirmativas a favor de la mujer 
a ocupar plazas vacantes se cum-
ple en función del acreditamiento 
de los subprincipios que integran 
el referido test.

No

4 Elecciones  
a cargos 
intrapartidistas

SUP-
JDC-285/ 
2014

La exigencia de contar con firmas 
de apoyo para postularse a la di-
rigencia nacional de un partido es 
proporcional en razón de la exi-
gencia de liderazgo reconocido en 
la militancia del instituto político.

No

5 Candidaturas 
independientes

SUP-
JDC-452/ 
2014

El requisito de contar con copia de 
la credencial de elector anexa para 
poder ser registrado como candi-
dato independiente es un requisi-
to desproporcionado.

Sí

6 Derecho  
a ser votado 

SUP-
JDC-822/ 
2015

Restricciones estatutarias de los 
partidos políticos del derecho a ser 
votado de los candidatos de repre-
sentación proporcional.

No

7 Convenio de 
coalición 
de partidos 
políticos

SUP-
JDC-833/ 
2015 y  
SUP-
JDC-859/ 
2015 y  
SUP-JDC-879/ 
2015 
acumulados 

La suscripción o modificación de 
un convenio de coalición de par-
tidos políticos puede restringir los  
derechos político-electorales de al-
gún militante siempre que cumpla 
el test de racionalidad.

No

Cuadro 2. Criterios sostenidos por la Sala Superior del Tribunal

Fuente: Elaboración propia con base en las sentencias analizadas.
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Del cuadro anterior es posible advertir que el tepjf ha utilizado el prin-
cipio de proporcionalidad en asuntos relacionados con el derecho a votar 
y ser votado respecto a candidatos independientes, cargos intrapartida-
rios y en acciones afirmativas a favor de las mujeres (criterios 3, 4, 5, 6 y 
7 del cuadro), así como respecto al ejercicio de la libertad de expresión en 
relación con los actos anticipados de campaña de un precandidato (cri-
terio 2). Además, el principio de proporcionalidad sigue utilizándose para 
cuestiones distintas a verificar los límites a derechos humanos: modelos 
de comunicación político-electoral; sin embargo, es en la minoría de casos. 

Por otro lado, es importante indicar que en todos los casos señalados 
en el cuadro, independientemente del tema que se aborda, desde el año 
2011 hasta la fecha en que el tepjf utilizó el principio de proporcionalidad, 
la Sala Superior ha aplicado sus tres elementos: idoneidad, necesidad  
y proporcionalidad propiamente dicha. El primer subprincipio trata de lo 
adecuado de la naturaleza de la medida diferenciadora impuesta por la nor-
ma para conseguir el fin pretendido. El segundo, de que la medida tenga 
eficacia y se limite a lo objetivamente necesario. Y el último, de que se ve-
rifique si la norma que otorga un trato diferenciado tiene una relación razo-
nable con el fin que se procura alcanzar; es decir, una ponderación entre 
sus ventajas y desventajas, a efecto de comprobar que los perjuicios oca-
sionados por el trato diferenciado no sean desproporcionados con respec-
to a los objetivos perseguidos. 

Lo anterior implica advertir que el uso reiterado de dicho principio 
en casos concretos, por parte del tepjf, ha establecido un contenido 
esencial para cada uno de los subprincipios que lo conforman, con in-
dependencia de los temas para los cuales se ha utilizado, sin que exis-
ta disenso respecto a la utilización del principio como herramienta en la 
labor jurisdiccional del tepjf.

Es el propio tepjf quien ha recomendado el uso del principio para 
cuestiones que tienen que ver con el derecho electoral indígena (tepjf 
2014). En esos casos se considera, por un lado, el bien que la colectividad  
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busca proteger ─principios básicos del sistema normativo propio y el sis-
tema de cargos basado en escalafón, por mencionar algunos─, y, por el 
otro, el perjuicio causado en el caso particular. Para ello, se recomienda 
tomar en cuenta la diversidad cultural y el derecho a la diferencia como un 
derecho humano fundamental. 

Cabe mencionar que la falta de uniformidad en el desarrollo del prin-
cipio de proporcionalidad de los tribunales constitucionales que forman 
parte del sistema interamericano ─incluidos el tepjf y la scjn─ es una 
oportunidad para reflexionar acerca del uso más adecuado de este princi-
pio (Perelló 1997, 74; Conesa 2010, 357-8 y 374; Cárdenas 2014, 97-100).

Conclusiones
El principio de proporcionalidad se encuentra vinculado con el control  
de constitucionalidad y convencionalidad, pues implica advertir si la res-
tricción a un derecho se encuentra razonable y proporcionalmente esta-
blecida, considerando siempre el mayor beneficio y la menor restricción a 
la persona en el ejercicio de sus derechos político-electorales en México 
conforme al artículo 1 de la cpeum.

El principio de proporcionalidad aplicado por el tepjf ha sido utilizado pa-
ra analizar, en sus primeros pasos, temas relacionados con el procedimien-
to administrativo sancionador. En cambio, a partir de 2012, su uso se volvió  
frecuente al abordar restricciones a los derechos político-electorales y a 
los derechos fundamentales ─libertad de expresión y libertad de prensa─  
directamente vinculados con la materia electoral, para, en su caso, determi-
nar la razonabilidad de la medida adoptada por el legislador. 

Por lo anterior, resulta necesario un criterio de jurisprudencia en el cual 
se establezca de manera expresa el contenido específico de cada sub-
principio, en el que se defina la metodología cuando se aborden derechos 
político-electorales y derechos humanos relacionados con la materia. Es-
to con el propósito de ofrecer certeza a los ciudadanos y reducir el margen 
de discrecionalidad que el juzgador tiene al aplicar dicho test. 
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De la breve evolución del principio de proporcionalidad, así como 
de las sentencias analizadas en los juicios señalados, se puede advertir 
que el uso de este principio está vinculado con el propósito de encontrar 
un método que transparente la forma en la cual los tribunales procuren  
la racionalidad de las restricciones ─no sólo a los derechos político- 
electorales─ y, además, justifique las distinciones que el legislador esta-
blece en las categorías normativas.

En ese sentido, el principio de proporcionalidad no está pensado pa-
ra brindar certezas plenas, sino para alcanzar una racionalidad plausible 
en caso de colisión entre principios constitucionales y en restricciones le-
gislativas a los derechos fundamentales. Lo anterior con el propósito de 
elaborar sentencias argumentadas en las que se justifique de manera ade-
cuada la deliberación jurídica para la protección y defensa de los derechos 
político-electorales. 
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